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R E S U E L V O :

Proceder a la ejecución del fallo de la Sentencia nº 776, de 24
de mayo de 2004, del Tribunal Superior de Justicia de Extremadu-
ra dictada en el Recurso Contencioso-Administrativo núm. 1.021
de 2002, llevando a puro y debido efecto el fallo, cuya parte
dispositiva dice:

“Que estimando el recurso contencioso-administrativo interpuesto
por el Procurador de los Tribunales Sr. Hernández Lavado, en
nombre y representación de la entidad mercantil “Agrotécnicas
Extremeñas, S.A.”, contra la desestimación presunta de la petición
de responsabilidad patrimonial presentada ante la Consejería de
Agricultura y Medio Ambiente (expediente RP002/017), anulamos
la misma por no ser ajustada a Derecho y condenamos a la
Administración Autonómica demandada a abonar a la parte recu-
rrente la cantidad de 2.705,29 €, más el interés legal de dicho
importe desde la fecha de presentación de la reclamación admi-
nistrativa. Sin hacer especial pronunciamiento respecto a las costas
procesales causadas.”

Mérida, a 13 de septiembre de 2004.

El Consejero de Agricultura y Medio Ambiente,
JOSÉ LUIS QUINTANA ÁLVAREZ

RESOLUCIÓN de 13 de septiembre de 2004,
del Consejero de Agricultura y Medio Ambiente,
por la que se dispone la ejecución de la
sentencia nº 854, de la Sala de lo Contencioso-
Administrativo del Tribunal Superior de
Justicia de Extremadura en el recurso
contencioso-administrativo nº 958/2002.

En el recurso contencioso-administrativo número 958/2002,
promovido por el Procurador doña Mª Dolores Mariño Gutiérrez,
en nombre y representación de doña Mª José González Blanco,
siendo demandada la Junta de Extremadura, recurso que versa
sobre: Desestimación de reclamación de responsabilidad patrimo-
nial frente a la Consejería de Agricultura y Medio Ambiente de la
Junta de Extremadura recaída en el expediente RP 00/125.

El artículo 9.1 del Decreto 59/1991, de 23 de julio, por el que
se regula la tramitación administrativa en la ejecución de resolu-
ciones judiciales, establece que el titular del órgano competente
dictará la correspondiente resolución en orden al cumplimiento de
la sentencia.

Por tanto, y en uso de las atribuciones conferidas por la legisla-
ción vigente

R E S U E L V O :

Proceder a la ejecución del fallo de la Sentencia número 854, de
fecha 3 de junio de 2004, de la Sala de lo Contencioso Adminis-
trativo del Tribunal Superior de Justicia de Extremadura dictada
en el recurso contencioso-administrativo número 958/2002, llevan-
do a puro y debido efecto el fallo, cuya parte dispositiva dice:

“Estimando el recurso contencioso-administrativo interpuesto por el
Procurador Sr. Mariño Gutiérrez en nombre y representación de
doña Mª José González Blanco, contra la Resolución referida en el
primer fundamento, debemos declarar y declaramos que la misma
no es ajustada a Derecho, y en su virtud la anulamos y declaramos
el derecho del actor a ser indemnizado por la Administración Auto-
nómica en concepto de responsabilidad patrimonial, en la cantidad
de 2.422,31 euros (403.039 pesetas) más los intereses legales; sin
hacer pronunciamiento expreso de las costas procesales causadas.”

Mérida, a 13 de septiembre de 2004.

El Consejero de Agricultura y Medio Ambiente,
JOSÉ LUIS QUINTANA ÁLVAREZ

RESOLUCIÓN de 16 de septiembre de
2004, del Consejero de Agricultura y Medio
Ambiente, por la que se dispone la ejecución
de la sentencia nº 894, de 10 de junio de
2004, de la Sala de lo Contencioso-
Administrativo del Tribunal Superior de
Justicia de Extremadura en el recurso
contencioso-administrativo nº 748/2002.

En el Recurso Contencioso-Administrativo, núm. 748/2002, promo-
vido por la Procuradora Sra. Ordóñez Carvajal, en nombre y
representación de FERLUR, S.A., siendo demandada la Junta de
Extremadura, recurso que versa sobre: Resolución de la Consejería
de Agricultura y Medio Ambiente de fecha 11 de febrero de 2002
sobre prohibición de aprovechamiento cinegético en coto privado
de caza EX387-04P.

El artículo 9.1 del Decreto 59/1991, de 23 de julio, por el que
se regula la tramitación administrativa en la ejecución de resolu-
ciones judiciales, establece que el titular del órgano competente
dictará la correspondiente resolución en orden al cumplimiento de
la sentencia.


